
26 Sábado . 14 octubre 1995 BOE núm. 246. Suplemento

tradicción, pueden ser, t~nidos. en cuenta, o no, como
elementos de juicio coadyuvantes para demostrar.la rea­
lidad de IQ sucedido y lo fueron en este caso donde,
por ejemplo, el titular del domicilio y su familia, que
estuvieron presentes en el registro, no·han negado o
puesto en duda en ningún momento tal hecho básico.
En definitiva, ese acervo es el que elluzgador hubo de
ponderar en conciencia, con libertad de apreciación y
la independencia de 'criterio que le garantiza la Cons­
titución~art. 117.3) (STC 290/1994 y 309/1994; AATC
4511995 y 87/1995).

5. En un segundo plano se aduce que la Sala Segun­
da del Tribunal Supremo ha cambiado el· rumbo de su
doctrina'sobre la validez de las pruebas obtenidas en
registros y, con ello, ha· quebrado la igualdad en la apli-

. cación de la Ley. La independencia judicial de cualquier
presión o influencia externa, tiene como anverso el some­
timiento exclusivo de los Jueces a la Ley y al Derecho,
principio de juridicidad, más allá del de legalidad, que
implica el respeto no sólo a las normas sino también
a los usos y costumbres, a los principios generales del
Derecho y a la doctrina legal del Tribunal.Supremo con
valor complementario del ordenamiento jurídico (art. 1.6
C.C., SSTC 206/1993, 120/1994, 318/1994"
325/1995 y 3711995). Este conjunto de sus elementos
ha de ser interpretado con criterios generales y objetivos,
nvnca «intuitu personae», arbitrariamente por tanto. La
fuerza vinculante del precedente judicial en virtud del
principio de igualdad, exige en caso de' denunciarse la
discriminación, que se compruebe si concurren los tres
requisitos configurados como tales por este Tribunal
Constitucional. El primero, netamente subjetivoí se da
en este caso, pues el golpe· de timón en I~ orientación
j~risprudencial se predica del mismo órgano judicial, la
Sala Segunda del Tribunal Supremo. .

No ocurre así con los otros dos. Por una parte, las
Sentencias que se aducen como referencia para la com­
paración, 22 de febrero de 1990 y 29 de enero de 1991.,
no contemplan casos sustancialmente idénticos, sino
muy diferentes. Ert una de ellas se trata de una entrada
sin mandamiento del Juez, mientras que en la otra lo

. hubo, pero a ,la práctica del registro no asistieron el Secre­
tario Judicial ni los testigos· exigidos por la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal (art.569). Por otra parte, tampoco
es cierto que la Sentencia del Tribunal Supremo impug­
nada en este proceso, signifique un cambio súbito' e
irreflexivo de su propia doctrina legal. En su fecha (16
de octubre de 1991) la Sala Segunda no había sentado'
un criterio definitivo sobre el tema v sus decisiones se
le" habían aproximado desde cada caso concreto con
ciertas vacilaciones. No existía, pues, la jurisprudencia
coherente .y uniforme, consolidada, que permita invocar
con éxito el derecho a la igualdad en la dispensación
de la tutela judicial. (STC 83/1984). Esta Sentencia fue
un hito más en tal itinerario hasta que, a partir de ella,
se asentó su criterio en 'otra de 24 de marzo de 1992,
seguida por muchas más (la más reciente, el 11 de julio
de 1995), donde se mantiene ya sin desfallecimiento
alguno la misma tesis, convertida así en doctrina. Esta,
finalmente, fue razonada en aquella Sentencia, la que
aquí nos ocupa, ton suficiente extensión y una pers­
pectiva adecuada, sin voluntarismo selectivo alguno res­
pecto de casos anteriores resueltos en distinto sentido
ni capricho, favoritismo o arbitrariedad (STC 159/1992).
No se trata, en definitiva, de un quiebro ocasional en
una línea jurisprudencial seguida inequívocamente, sino
de un pronunciamiento que anticipó la interpretación
asumida luego, sin solución de continuidad, por el Tri­
bunal Supremo. No hay ruptura de la igualdad en la
aplicación de la Ley y así, desprovista la pretensión de

su triple soporte, ha de ser negado el amparo a quien
lapide.' '

.FALLO

En átención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA, .

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veinticinco de septiembre de mil
novecientos noventa y cinco.-José Gabaldón
López.-Fernando García Mon y González Regueral.-Ra­
fael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González Cam­
pos.-Carles Vjver Pi-Sunyer.-Tomás S, Vives Antón:-Fir-
mados y rubricados. .

22474 Sala Segunda. Sentencia 134/1995, de 25
deseptifimbre de 1995. Recurso de amparo
1.367/1992. Contra Sentencias de la Sala de
lo Social del T.S.J. de Cataluña. Vulneración
del derecho a la tutela judicial afectiva: actos
de comunicación procesal lesivos del derecho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González- Regueral, don Rafael
de MendizábalAllende, don Julio 'Diego González Cam­
pos, don Caries· Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.367/92, interpues~o
por don Francisco Gallego Bonillo, a quien representa
el Procurador de los Tribunales don José Manuel de
Dorremochea Aramburu con la asistencia del Abogado .
don Angel Fernández i Pujol, contra las Sentencias que
la Sala de lo Social del 'Tribunal Superior de Justicia
de Cataluña dictó los días 5 de abril de 1991 y 14
de abril de 1992. Han comparecido el Ministerio Fiscal
y el· Instituto .Nacional de la Seguridad Social, represen­
tado por el Procurador de los Trib4nales don Fernando
Ruiz de Velasco y Martínez de Ercilla bajo la dirección
del Abogado don Luis López Moya, siendo Ponente el
Magistrado don Rafael de Mendizábal Allende, quien
expresa el parecerde la Sala.

1. Antecedentes

1. Don Francisco Gallego,'Bonillo, en escrito regis­
trado el. 30 de mayo de 1992, interpuso el recurso de'
amparo del cual se hace mérito en el encabezamiento,
donde se nos dice que don Armando Cassi López, quien
trabajó para él durante el período comprendido entre
el 25 de junio y el 30 de noviembre de 1980 en el
centro de trabajo situado en la calle Urales, núm. 40,
de Sabadell, en fecha que désconoce' dedujo ante el
Juzgado de lo Social n4rri. 9 de Barcelona demanda
en reclamación de pens~ón de invalidez, que amplió el
23 de junio de 1989·a ;tres empresas, entre las cuales
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se encontraba la suya, haciendo constar que tenian «do-'
micilio desconocido por ser empresas des~parecidas)).
El Juzgado las emplazó mediante edictos publicados en
el «Boletín Oficiab) de la provincia y dictó Sentencia el
18 de octubre de 1989, -donde condenó a aquéllas a
abonar al demandante la diferencia existente entre la
pensión reconocida con cargo al Instituto Nacional de
la Seguridad Social y laque se le reconoce en la propia
Sentencia, notificada por edictos publicados en el mismo
periódico oficial y confirmada en suplicación por la Sala
de lo Socia,l del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
en otra de 5 de abril de 1991.' ,

El hoy demandante tuvo conocimiento del proceso
y de las Sentencias dictadas para su resolución el 20
de enero de 1992, cuando recibió un oficio de la Teso­
rería Géneral de la Seguridad Social reclamándole el
pago de 4.153.068 pes~tas, importe' capitalizado de la
pensión de invalidez correspondiente .a don Armando
Cássi López. Así las cosas, formuló ante la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña soli­
citud de audiencia al rebelde, que fue rechazada en Sen­
tencia de 14 de abril de 1992 por no haber acreditado
la concurrencia de los requisitos establecidos en el art.
785 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

En la demanda de amparo se alega que las reso­
luciones judiciales impugnadas han vulnerado el d'erecho
del recurrente a obtener la tutela judiciatefectiva sin
indefensión (art. 24. 1 C.E.), porque los órganos judiciales
autores de las mismas procedieron a pronunciarlas citán­
dole directamente por edictos, sin realizar las gestiones
que la mínima diligencia exigía para proceder a su lla­
mada personal al proceso, y, se solicita que, otorgando
el amparo, se declare la nulidad de las actuaciones, retro­
trayéndolas ,al acto de señalamiento para la celebración
del juicio ante el Juez de lo Social, con adecuada citación
de las partes. También interesó que, entre tanto, se deja~
ra en suspenso la ejecución de la liquidación girada por
la Tesorería General de la· Seguri¡jad Social. '.

2. La Sección Cuarta, en providencia' de 16 de
noviembre de 1992, admitió a trámite la demanda, requi­
riendo de la Sala de lo Social del Tribunal .Superior d,e
Justicia y del Juez de lo Social núm. 9, de Barcelona
la remisión de las actuaciones correspondientes al recur-

, so de suplicación, a la solicitud de audiencia al rebelde
y a la primera instancia, con emplazamiento de quienes
fueron parte en el proceso para que pudieran comparecer
en este de amparo, si les conviniere. En otra providencia
simultánea, la Sección acordó también que se formara
pieza separada, concediendo al Fiscal y al demandante
un plazo de tres días para que pudi~ran alegar cuanto
estimasen conveniente sobre la suspensión solicitada.
Evacuado el trámite por ambas partes el 27 de noviem­
bre de 1992, en Auto de 14 de diciembre siguiente
la Sala Segunda, la denegó.

A su vez, el Instituto Nacional de la Seguridad Social,
representado por" el" Procurador de los Tribunales don
Fernando Ruiz de Velasco y Martínez de Ercilla, en escrito
registrado el 29 de enero de 1993, compareció en este
recurso de amparo, solicitando ser tenido por parte, a
lo' cual accedió la Sección Cuarta en providencia de 3
de junio de 1993, en la cual, simultáneamente, habiendo
sido recibidas las actuaciones, se dio vista de ellas al
Fiscal y ¡as partes para que, en el plazo común de veinte
días, pudieran formular cuantas alegaciones estimasen
convenientes.

3. El Instituto Nacional de la Seguridad Social, lo
hizo el 16 de' junio, sosteni'endo que el demandante no
ha dado cumplimiento al requisito establecido en el arto
44. 1 c) de la Ley Orgánica de este Tribunal, porque en
ningún momento del proceso ni en la solicitud de audien­
cia al rebelde invocó formalmente el arto 24 de la Cons-

titución. t=n cualquier caso, no ha existido vulneración
del invocado precepto constitucional porque, como se
afirma en la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de C-ataluña denegando la audiencia
aL rebelde, el, hoy demandante no ha probado que la
citación para el juicio verbal le haya sido hecha por edic­
tos o por cédula entregada a sus párientes, familiares,
criados O, vecinos, ,y asimismo tampoco ha acreditado
cumplidamente no haberle sido entregada la cédula de
citación por haberlo impedido una causa no imputable
a él, o que cuando se publicaron los edictos se hallara
ausente sin haber regresado durante la sustanciación

. del juicio.

4. Quien ahora solicita amparo, evacuó el trámite
el 18' de junio, ratificando íntegramente los argumentos
expuestos en el escrito de demanda.

5. El Fiscal formuló sus alegaciones el 30 de junio
afirmando que si bien en el recurso de audiencia 'al rebel­
de el demandante no hizo manifestación expresa de la
vulneración constitucional que ahora denuncia, puso de
manifiesto el problema de fondo y djo a los órganos
judiciales la posibilidad de discutirlo, por lo que puede
decirse que ha cumplido el'requisito de la necesaria invo­
cación en la vía judicial, del derecho fundamental ahora
alegado en sede constitucional. Sentado ello, afirma que

. el examen de las actuaciones confirma lo manifestado
por el demandante de amparo, puesto que, no obstante
tener un domicilio fijo y conocido, que, precisamente,
era el mismo en que había prestado sus servicios el
trabajador actor, no fue citado allí a lo largo del pro­
cedimiento judicial, en el que, sin embargo,·resultó con­
denado. Tan sólo se efectuó la citación por edictos, uti­
lizando un medio procesal sólo válido en defecto de los
que con caráct~r prioritario señala la Ley de Procedi­
miento Laboral, a pesar de haber podido utilizar éstos
como lo demuestra el hecha de que la Tesorería General
de la Seguridad Social, cuando ha. necesitado requerir
al condenado, lo ha, realizado en el domicilio permanente
de éste. Tal indiligencia, concluye el Fiscal, ha producido
evidente indefensión a quien ahora viene al Tribunal
Constitucional en demanda de amparo, por lo que el
otorgamiento del mismo se presenta necesario y pro­
cedente.

6~ En providencia de 21 de septiembre de 1995,
se señaló para deliberación 'yfallo de la presente Sen­
tencia el día 25 de.l mismo mes y año.

11. Fund,amentos jurídicos

1. El objeto propio del proceso de amparo contiene
siempre dos ingredientes, uno el acto del poder público
al. cual se imputan los agravios padecidos y otro, estos
mismos con su· cobertura constitucional. En este caso,
el primer elemento de los antedichos se compone, a
su vez, de tres Sentenc~as, una pronunciada por un Juez'
de lo Social y la Sala homónima del Tribunal Superior
de Justicia de Cataluña y la tercera por este mismo cole­
gio judicial en un procedimiento de audiencia al rebelde
contra aquellas. Las primeras componen una secuencia
procesal' homogénea, recaída la una en primera. instancia
y la otra en suplicación. Sin embargo, la última, con
una contextura heterogénea por su objeto, decisiones
judiciales ya firmes, pudiera introducir un elemento pro­
blemático en el planteamiento, aun cuando más aparente
que real. En efecto, entre los requisitos que se exigen
para poder acadir a esta sede jurisdiccional, y como el
primero de ellos, figura el agotamiento de todos los recur­
sos utilizables dentro dela vía judicial [arto 44.1 b)) LOTC],
exigencia que es causa o, efecto, según se mire, de la
función s~bsidiaria de este proceso constitucional. No
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se trata de que antes de intentarlo se interponga cual­
quier recurso imaginable sino .sólo aquellos que, siendo
procedentes según las normas procesalesconcretamen­
te aplicables,' permitan una reparación adecuada de la
sedicente lesión del derecho fundamental en juego. No
se olvide al respecto que el principio de. subsidiariedad
de la jurisdicción constituCional en este tipo de procesos
sirve también para deslindar adecuadamente el ámbito
del Poder Judicial, en prevención a i'nterferencias per-
turbadoras (STC 67/1994). "

Pues bien, desde tal perspectiva, el que algunos cali­
fican como remedio y la Ley de Enjuiciamiento Civil
(art. 733), matriz y por tanto supletoria en los demás
sectores jurisdiccionales llama sencillamente audiencia
al rebelde, parece a primera vista y sin más. averigua­
ciones la vía más idónea para solucionar situaciones anó­
malas o patológicas como esta de la que se pide amparo,
por haber recaído dos Sentencias firmes, con pronun­
ciamientos gravosos para quien resulta su víctima, inau­
dita parte, sin haljer tenido la oportunidad de· ser oído
y, por tanto indefenso en' principio. Este p'rocedimiento,
que·permité el arto 240.2 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial, ·cuya validez constitucional hemos reconocido,
permite precisamente poner remedio a este tipo de situa­
ciones cuando el vicio causante de la indefensión se
descubre una vez pronunciada Sentencia y, por ser firme,
no impugnable por tanto con los medios ordinarios -re­
cursos- (STC 185/1990). Así las cosas, es en este caso
un instrumento, procesal previo al amparo, pues quien
lo utilizó había sido citado y emplazado edictalmente,
sin que compareciera en juicio (arts. 182 L.P.L. y 785
L.E.C), dando lugar a la situación de rebeldía. ~

Ahora, bien, la pretensión del ausente en el proceso,
((rebelde» en una terminología obsoleta, fue rechazada
por el Tribunal Superior de Cataluña por no haberse pro­
bado que la citación se hiciera edictalmente, primero
de los requisitQs establecidos en el arto 785 L.E.C. y
así dicho podría resultar dudosa la viabilidad del plan­
teamiento ya que nos está vedado revisar los hechos
determinantes [art. 44.1' b) LOTC]. Sin embargo, la res­
puesta ha de ser otra, porque la incógnita consiste en
saber si la llamada edictal, tal y como se hizo~ menoscabó
el derecho de defensa hasta eliminar la posibilidad 'de
su ejercicio, distorsionando la tutela judicial con lesión .
de este derecho fundamental que cobija en igual medida
a todos los litigantes en un proceso. No se trata, pues,
de justificar cómo se formuló la llamada al proceso,
hecho inconcuso, sino de indagar si se dieron las cir­
cunstancias que legitiman el uso de esa modalidad extre­
ma y excepcional desde la perspectiva constitucional
indicada, con respeto al límite infranqueable de la potes­
tad jurisdiccional, según su perfil propio, tal y como lo
deslinda la Constitución (arts. 117 y 123; STC 37/1995).
En efecto, la decisión judicial tiene siempre como tras:
fondo una cierta concepción de los derechos que,sirven
de instrumento a la efectividad de la tutela judicial y
de su recíproca relación o interconexión y, por tanto,
si tal concepción no fuere la constitucionalmente acep­
table, en un momento dapo, esa decisión como acto
de un poder público habrá de reputarse lesiva del tal
derecho fundamental. Por ello la vía de amparo no ya
permite sino que impone, en esta sede, la revisión' de
los criterios manejados judicialmente, a la luz exclusiva
de la Constitución, Hmitando el enjuiciamiento a la fina­
lidad de preservar o restablecer el derecho fundamental
en peligro o ya dañado (art. 41.3 LOTC).

2. Una de las varias circunstáncias que, como pre­
supuestos de la pretensión de amparo, sirven de pro­
teccióna sutalante subsidiario,'como u/tima ratio para
garantizar los derechos fundamentales,· cuya primera
línea de: defensa son los Jueces y Tribunales que com-',

ponen' el Poder Judicial,' consiste en la alegación de
haberse puesto en peligro o lesionado .cualesquiera de
aquellos, el que se aduzca en esta sede constitucional.
Tal denuncia ha de ser expresa y unívoca e inteligible
pero no explícita necesariamente. La invocación, aun
.cuando «formal)), seria y consistente, se predica del dere­
cho sedicentemente atacado, no del. precepto consti­
tucional que lo cobija y menos aun del .ordinal en la
Constitueión o de su nombre en el lenguaje jurídico,
nomen iuris. Preferir una lectura tal del requisito sería
incurrir en el pecado. de formalismo, corrupción, perver­
sión o depravación de la forma cuya función consiste
en la garantía, que nunca puede ni debe volverse contra
sí misma. No puede cerrarse la puerta, pues, a la even­
tualidad de que el tema se introduzca en el debate no
ya implícita sino también tácitamente~ En este caso es
cierto que quien hoy pidea,mparo no mencionó el
art. 24. 1 de la Constrtución en su demanda de audiencia
al rebelde, pero no lo es menos que el soporte de ese'
cauce procesal hincaba su raíz en el concepto de inde­
fensión,. la tacha más grave y negación en suma de la
tutela judicial, para cuya efectividad, evitando aquella,
se configura la constelación de derechos instrumentales
mencionados en el siguiente párrafo de la misma norma
constitucional. La situación en sí misma -citación edictal
de persona con domicilio conocido- y la utilización del
remedio procesal adecuado, cortado a la medida para
evitar que se prive del proceso «debido», con todas 'las
garantías (audiencia y defensa, entre ellas) a quien estuvo
ausente del mismo por no haber sido llamado en tiempo
y forma, sea o no .. así luego, que eso es otrá cuestión,
ponen de manifiesto sin más el derecho fundamental
de cuya lesión se dolía entonces y se duele ahora por
considerarse víctima suya. No cabe la menor duda de
que el Tribunal Superior de Cataluña tuvo la oportunidad
de conocer el agravio y de haberlo reparado, si así lo
hubiera visto conveniente. Con eUo basta para tener por
cumplida esta carga procesal (art. 44. 1 c) LOTC] que,
en caso contrario, conllevaría la inadmisibilidad de la
pretensión de amparo como es .bien sabido, sin que
merezcfl distraer la atención concitas en apoyo de algo
tan obvio. Carece, po~ tanto, de consistencia la excepción
opuesta p~r el Instituto Nacional de la Seguridad Social.

3. El presupuesto necesario para obtener la tutela
judicial, con la efectividad que la Constitución demanda,
es el libre acceso a los Jueces en todos los grados o
niveles procesales, s~gún el sistema de recursos que
las respectivas leyes de enjuiciamiento configuren para
cada sector jurisdiccional, en función de sus caracte­
rísticas.EI sustrato se encuentra en el principio de que
nadie puede ser condenado en juicio sin ser oído, pro":
posición donde se cobijan una serie de exigencias y,
entre ellas, la garantía de un proceso contradictorio con
igualdad de armas para todas las partes. Tal esquema,
que condensa la doctrina de este, Tribunal al respecto,
extraída de muy copiosas Sentencias, sirve al propósito
de prevenir el peligro de la indefensión, proscrita cons­
titucionalmente como la. tacha más grave de aquella tute­
la judicial. Ahora· bien, desde la perspectiva de quienes
no son los que ejercitan la acción para poner en marcha
el procedimiento en sus diferentes etapas (demandantes
o querellantes, recurrentes) el conocimiento o noticia
de haberse incoado este es el factor desencadenante
de su posibilidad de personarse y de actuar en su defen­
sa, alegando cuanto crean conducente a su interés e
intentando probar los datos de hecho correspondientes.
No ca,be, pues, un proceso clandestino.

Cobra así todo su valor el papel de los actos pro­
cesales de comunicación V muy especialmente, en esa
coyuntura inicial, de .Ias citaciones y emplazamientos
como instrumentos para hacer saber la existencia de
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un litigio a quienes pueda afectarles. En la medida que
hacen posible la comparecencia en juiCio y el ejercicio
del derecho de defensa -hemos dicho en estas o en
otra~ palabras- son una exigencia ineludible para que
la garantía constitucional de un proceso contradictorio
quede asegurada y, en consecuencia, su omisión o una
defectuosa -práctica que impida tal conocimiento deja
indefenso al_así afectado. En tal sentido convergen, por
un lado, la buena fe del demandante, a quien- incumbe
la carga de suministrar la información que posea para
localizar al demandado, sin ocultar ningún dato y, por
otro, el deber de comprobar su veracidad, cuando ello
sea posible., que pesa sobre la oficina judicial. Ambas
oircunstancias han brillado por su ausencia en el pre­
sente caso, como habrá ocasión de explicar, pero antes
no estará de más recordar que en esto de los actos
de comunicación fuera de la sede judicial rige con la
mayor intensidad el principio de la notificación personal,
en el domicilio, con entrega directa al destinatario de
la cédula correspondiente. Tan sólo en la hipótesis de
que no fuere hallado allí podrán utilizarse escalonada­
mente las demás modalidades que, con función susti­
tutiva, permiten las leyes de enjuiciamiento y, por supues­
to, la reguladora del procedimiento laboral. La citación
o emplazamiento en estrados o mediante edictos, más
ficticia que real, no permite la constancia de la recepción
por el interesad,o y sólo puede entrar en juego como
fórmula excepcional, cuando no haya otra posible, si el
llamado no tuviere domicilio conocide o se ignorare su
paradero (art. 59 L.P.L, Textos Refundidos de 1990
y 1995). Así entendida, puede resultar admisible a la
1uz de la tutela judicial efectiva (SSTC 68/1986 y
97/1992), aun c.uandopara ello hayan de concurrir ade­
más las dos circunstancias más arriba mencionadas.

En este caso, falló de entrada la primera. En efecto,
el demandante, a sabiendas de· cual era la sede donde
funcionaba la empresa, manifestó que había desapare­
cido y carecía de domicilio conocido, dáto -inexacto como
se demostró en el procedimiento de- ejecución de la Sen­
tencia. A esa sede se dirigió el Instituto Nacional de
la Seguridad Social para reclamar el pago de· la pensión,
dando allí sin dificultad con el empresario que así conoció
la existencia'de un proceso y su condena. Si hubo mala
feo una mera negligencia por parte del demandante.
resulta indiferente en esta coyuntura. A su vez, la oficina
jutlicial, sabiendo por la documentación en autos donde
estaba el centro de trabajo, no puso la menor diligencia
en -comprobar si estaba abierto y no intentó siquiera
la citación personal, echando mano per saltum de la
edictal, sin más averiguación. Es claro así que esa actua­
ción burocrática rutinaria permitió el desarrollo de un
proceso sin las garantías esenciales, audiencia y defensa
del demandado, a quien se condenó en situación pro.
cesal de rebeldía, indebidamente declarada. La Sala de
lo Social del Tribunal de Justicia de Cataluña desapro­
vechó la ocasión que se le brindaba para poner las cosas
en su sitio y restituir in integrum el-de(echo fundamental
conculcado y, por ello. la nulidad de su Sentencia resulta
patente, transmitiéndose a las otras dos, para que se
vuelva a empezar con todas las dramatis personae en
el estrado. .

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:
1.° Reconocer el derecho del demandante a la tutela

judicial efectiva sin indefensión.

2.° Declarar la nulidad de las Sentencias que la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
dictó el 14 de abril de 1992, en el procedimiento ,de
audiencia al rebelde y el 5 de abril de 1991, en supli­
cación (núm. 2.290/90), así como la q.ue el 18 de octu­
bre de 1989 dictó el Juez de to Social núm. 9 de Bar­
celona (asunto 415/89).

3.° Restablecer al demandante en la integridad de
su derecho, retrotrayendo las actuaciones al momento
inmediatamente anterior al señalamiento para los actos
de conciliación y juicio, a fin de que sea citado con todas
las garantías legales.

Publíquese 'esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». .

Dada en Madrid, a veinticinco de septiembre de mil
novecientos noventa y cinco.-José Gabaldón
LÓpéz.-Fernando García-Mon y González-Regueral.-Ra­
fael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González Cám­
pos.~Carles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Fir­
mados y rubricados.
/

22475 Sala Segunda. Sentencia 135/1995, de 25
de septiembre de 1995. Recurso de amparo
3.241/1992. Contra Sentencia de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo desestimatoria de
recurso contencioso promovido contra la
desestimación presunta, por silencio del Con­
sejo de Ministros, de la solicitud de reclasi­
ficación de la Escala de Agentes de Economía
Doméstica en el Grupo B. Supuesta vulnera­
ción, entre otros, del derecho a la tutela judi­
cial efectiva: congruencia de la Sentencia
recurrida.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González Regueral, don Rafael
de Mendizábal Atiende, ~on Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de- amparo núm. 3.241/92 interpuesto
por la «Asociación Profesional de Funcionarios y Agentes
de Economía Doméstica», representada por don Juan
Antonio García San Miguel y Orueta, contra la Sentencia
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, de 13 deoctu­
bre de 1992, desestimatoria del recurso contencioso
núm. 681/87. Han comparecido el Abogado del Estado
y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente don
José Gabaldón López.

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 23 de diciembre de 1992 y registrado en este Tribunal
el día 28 siguiente, don Juan Antonio García San Miguel
y Orueta, Procurador de los tribunales y de la «Aso­
ciación Profesional de Funcionarios y Agentes de Eco­
nomía Doméstica», interpone recurso de amparo contra
la Sentencia de la Sala Tercera (Sección Séptima) del
Tribunal Supremo, de 13 de octubre de 1992, deses­
timatoria del recurso contencioso núm. 681/87, pro-


